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YOLANDA DOMITILA VERA VDA. DE SANTA
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SIINTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAI, CONSTITUCIONAL

Lirna, 15 de octubre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional intcrpucsto por doña Yolanda Domitila Vera viuda de
Santa Cruz contra el auto de Iojas 110, de 3 de julio de 2017, emitido por la Sala Mixta
Descentralizada Permanente de Chota dc la Corte Superior de Justicia de Cajamarca,
que declaró inrprocedenle la demanda de cumplimiento de autos.

FUNDAMT]N1'OS

Iln la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el
diario oficial El Peruano cl 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia
interlocutona denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de
los siguientes supuestos:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cucstión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascenclencia constirucional.
c) La cucstión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente

iguales.

A su vez, en el fundamento i4 de la sentencia emitida en el Expecliente 00168-
2005-PC/TC, publicada en el diario oficial á-l Peruano el 7 de octubrc dc 2005,
este Tribunal precisó, con calidad de precedentc, los requisitos mínimos quc debe
cumplir una noÍrna lcgal o un acto administrativo para ser exigible mediante el

de cumplimiento. Allí se señaló quc, además de la renuencia del
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rio o autoridad pública emplazada, el mandato cuyo cun.rplimiento sc
dcbc: a) ser vigente; b) ser cierto y claro, es decir, inferirse

¡bitablemente de la norma legal o dcl acto administrativo en cuestión; c) no
estar sujeto a controversia compleja ni a interpretaciones dispares; d) ser de
ineludible y obligatorio cumplimiento; y, e) ser incondicional Además precisó
que, en el caso exclusivo de los actos administrativos, éstos deben: f) reconocer
un derecho incuestlonable del reclamante, y; g) permitir individualizar al
bcncliciario.
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En el presente caso,, los recurrentes solicitan, fundamentalmente, que se ordene a

1a Municipalidad Provincial de Santa Cruz disponer el cumplimiento de los
siguientes actos:

- Resolución de Alcaldía 106-2016iMPSC/4, de 9 de mayo de 2016 (fojas
4), que: (i) sanciona a don Teófilo Milián Milián con multas pot cercar
y/o eJbctuar construcciones sin autorización municipal sobre retiro,
jardín de aislamiento o fuera del límite de su propiedad y por ejecutar
obras en via pública sin contar con la autorización municipal respecfiva;
y, (ii) ordena la demolición de las construcciones realizadas por dicho
administrado en la cuadra 5 del jirón Ramón Castilla ubicado en Santa
Cruz de Succhabamba, Provincia de Santa Cruz, Región Cajamarca; y,

- Resolución de Alcaldía t 50-201 6-MPSC/A, de 15 de junio de 201 6 (f§as
7), que declaró consentida la Resolución de Alcaldia 106-2016/MPSC/A
y programó que la demolición de dichas construcciones se realice el 17 de
junio de 2016 a las 3 pm.

Maniflesfan, en esencia, que la emplazada es renuente a ejecutar dichas
resoluciones por lo que resulta necesaria la emisión de una sentencia estimatoria
de manera que " (. ..) se respete el derccho de los recurrentes y de los ciudadanos
para que las vías públicas sean usadas sin impedimento alguno" (fojas 48).

Sin embargo, las resoluciones invocadas no superan los requisitos mínimos para
constituirse en mandamus establecidos, con calidad de precedente, en el
fundamento 14 de la sentencia emitida en el Expediente 00168-2005-PC/TC. En
efecto, se advierte que éstas no reconoccn un derecho incuestionable a favor de
los recurrentes ni permiten identificar a sus beneficiarios. En realidad, dichas
resolt-tciones no reconocen ningún derecho ni cuentan con un beneficiario que
pueda ser individualizado pues constituyen actos de gravamen emitidos por la
emplazada en un procedimiento sancionador seguido contra don Teófilo Milián
Milián.

Por tanto, puesto que las resoluciones de alcaldia 106-2016/MPSC/A y 150-2016-
/A no cumplen con los requisitos mínimos establecidos con calidad de
ente en la sentencia emitida en el Expediente 00168-2005-PCiTC, no cabe

nunciarse sobre el fondo de la controversia
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l En consccuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 6 sttpra, se verihca que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del fundamcnto 49 de la sentencia emitrda en el Expediente 00987-
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2014-PAITC y cn los inciso c) del artículo 1l del Reglamento Normativo del
Tribunal Constitucional. Por esta razón, coresponde declarar, sin más trán.rite,
improcedcnte el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Politica del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

RESUELVE

I)eclarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notifi quese.

SS

LEDESMA NARVÁEZ
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA ,{4/ü A.l f

fiLog c. ca

(
ilr4',éita fl9 l; J

:iAr censTl ü!o!{1r-

/-l



"w^,
lil ilil lllll llilllilll lllilililllllllll

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colcga magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente

quc disiento del precedente vinculantc cstablecido en la Sentencia 00981-2014-PAITC,
SENI'ENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL f nlguN,{L C0NSTITUCI0NAL coMo coRTE DE REvtstÓN o r'¿.l,t o Y No DE

<:,tsa<;tón

I-a Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y Ia Constitución de 1993 convirtió al 'l'ribr"rnal Constitucional
en instancia de fbllo. La Constitución del 79, por primera vez. en nuestra historia
constitucional. dispuso la creación de trn órgano ad hoc, independiente del Poder

.h-¡dicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plcna
de los derechos fundar.nentales.

2. La Lcy Fundamental de 1979 estableció que el l'ribunal de Garanlias
Cr¡nstitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jr,rrisdicción

en todo el territorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpLt.\

y amparos denegados por el Poder .ludicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para tallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lcsión a los
dcrccl.ros reconocidos en la Constitución.

3. En ese ser-rtido. la Ley 23385, Ley Orgánica del 'l'ribunal de Garantías
Conslitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, quc

dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en forma erracla o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la detlciencia. devolverá los actuados a la Cofie Suprema de Justicia de la
Itepública (reenvío) para que emita nucvo fallo siguiendo sus lineamientos.
procedirniento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
rrcncionados.

4. El rnodelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
nrecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habeas dato
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califlca erróneamenle como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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lnarcria de procesos constitucionales de la liberlad, la Constitución establece que el
'I'rihunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2.

prcscribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
de./initivu instancia, las resoluciones denegatorias dictadas en lo,s procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constilucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,

cxige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima arnenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa

contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

del'ensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la

sociedad y del Estado (artículo l). y "la observancia del debido proceso y tuiela

.jurisdiccbncrl. Ninguna persona puede ser desviada de la .iurisdicción
predef erminada por la ley, ni sr¡metitla a procedimiento distinto de los previamenle

estublecidos, ni iuzgada por órganos .iurisdiccionales de excepción ni por
comisiones especiales creadas al e.fecto cualquiera sea stt denominación",,
consagrada en el artícnlo 139, inciso 3.

6. Como se advicrle, a dif'erencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el

acceso a la irltima instancia constitucional tiene iugar por Ia vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por

un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz dc ingresar al fondo
en los llamados proccsos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una

protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

está en discusión cs la supuesta arfienaza o lesión de un derecho fundamental, se

debc abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitr.rcional pueda

pronunciarse. Pcro la apertura de esta vía solo se produce si se permite al

peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado

análisis de 1o que se pretcnde, de lo que se invoca.

l. Lo conslilucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho

irrcnr-rnciable a la det'ensa; además, un Tribunal Constitucional constituyc el más

ef'ectivo medio de defensa de los derechos tundamentales frente a los poderes

pirblicos y privados, 1o cual evidencia el triunfo de la justicia liente a la
arbitrariedad.

llr. Dr,rRECHo A sER ()iDo coplo IVIANIFESTACIóN DE LA DEMocRATIzAcIoN DE Los
Pnocgsos Coxsrrr.ucroNALES DE LA LtBERTAt)

8. La adrninistración de.justicia constitucional de la libertad que brinda el 'I-ribunal

Constitucional, desde su creución, es respetuosa, como corresponde, del dcrecho de

"'sOó.
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det-ensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oíclo con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

ileterminen sus dercchos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamicnto respecto a ia emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la def'ensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y

oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituyc una manif'estación del poder c¡ue e1

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constilucional cuando sc

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el dcrccho a ser oído con las debidas garantías.

I l. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,

que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

dcr¡ocratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera dc interés de

una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su fbvor, lo que resultaría
cxcluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constituciona[ tiene cl deber

ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumcntos que justitican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional sc

legitima no por ser un tribunal dc justicia, sino por Ia justicia de sus razones, por
cxpresar de modo sut-rciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
dcrccho de def'ensa "obliga al Estado a trqtar al individuo en todo momento como

un verdaderc¡ sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este conceplo, y no

simplemenf e como objelo del mismo"t , y que "para que exista debido proceso legal
es preciso que un .fusticiable pueda hacer valer sus derechos y de/bnder sus

intcreses en..fotma efectiva y en condiciones de igualdad procesal con otros
justiciuhles"' .

I Cortc IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
párralo 29.

' Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l deiunio de 2002, parrafo 146.
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N;r'rurn,.tlrzl PRocns,rr. DEL RECURSO DE AGRAYIO cOXSUTUCIOX.t¡.

13. BI niodelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirluado por el Tribr-rnal Constituoional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho l'ribunal cs su intérprete supremo, pero no su reformador, toda

vez qlrc como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libenad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad con los adículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'fribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de [a
Sala Superior del Podcr Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del

RAC y pronunciarse sobre el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho rccurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega

como un agravio c¡ue le causa indefensión.

16. Por otro lado, ia "sentencia interlocutoria" establccc como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,

idcntificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no delinirlo, ni justificarlo,
convierte ei empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría

afcctar, entre otros, el derecho fundamental de del'ensa, en su manilestación de ser

oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de prcdictibilidad. af'ectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo dernás, mutatis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia

00987-2014-PA/'I'C repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
1á11os. como en el caso Luis Sánchcz Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02871-
2005-PHC/I'C). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los proccsos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin cmbargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtnar la esencia principai del recurso de agravio
constituc ional.
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1 9. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la

última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales dc los

agraviados, volo a lavor de que en el presente caso sc convoqLle a audiencia para la
vista. lo quc garantiza que el Tribunal Constitucional, en lanto instancia última y
det-rnitiva, sea la adecuada para poder cscuchar a las personas at'ectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Podcr Jr.rdicial;

especialmente si se tiene en cuenta que, agotada Ia vía constitucional, al justiciable

solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos

humanos.

20. Como allrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiernpo, una dcfensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación .jurisdiccional. cada cual al def'ender su derecho
cstá defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

cnvilecida sin la protección judicial auténtica".
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